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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
9467 Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y 

otras medidas de reforma administrativa.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I

La crisis económica ha puesto de relieve una premisa que debe sostenerse más allá 
de las circunstancias económicas, y es que el sector público debe ser sostenible en el 
tiempo y que debe garantizarse la eficiencia en la gestión de sus recursos.

No existe, según la teoría económica, un tamaño óptimo del sector público, pero sí 
indicadores que dan una idea de su dimensión. El más habitual es el ratio de Gasto 
Público sobre el Producto Interior Bruto (PIB). De acuerdo con este indicador, España se 
sitúa entre los diez países de la Unión Europea con menor gasto público en porcentaje de 
PIB, que ascendió a 43,4% en 2012 (excluyendo la ayuda financiera).

Desde el punto de vista de los ingresos sobre el PIB, España se ha situado 
tradicionalmente también por debajo de la media de la zona euro.

Sin embargo, como consecuencia de la crisis económica y la actuación de los 
estabilizadores automáticos, en los últimos años se ha producido un fuerte incremento del 
gasto público y una gran reducción en la recaudación, lo que se ha traducido en un largo 
periodo de déficit públicos que no son sostenibles en el medio y largo plazo, por lo que 
resulta necesario avanzar en el proceso de consolidación fiscal.

En este contexto, abordar una profunda reforma de las Administraciones Públicas es 
una cuestión ineludible. Se debe asegurar que los servicios públicos se prestan de la 
forma más eficiente y al menor coste posible: que se aprovechan todas las economías de 
escala, que no se producen solapamientos ni duplicidades y que los procedimientos son 
simples y estandarizados.

La racionalización de la estructura de la Administración Pública, como parte del 
programa de reformas del Gobierno, tiene un antecedente de gran trascendencia en la 
Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, que constituye 
un hito en la gestión de los recursos públicos, al establecer objetivos concretos de gasto y 
endeudamiento para todas las Administraciones, así como la obligación de presentar 
planes dirigidos a su cumplimiento y los correlativos mecanismos para asegurar su 
consecución.

Pese a ello, el objetivo de una reforma de las Administraciones Públicas no puede ser 
otro que el de convertir a la Administración española en un factor de eficiencia y 
productividad, que posibilite el crecimiento económico y la prestación efectiva de los 
servicios públicos.

Con este fin, el 26 de octubre de 2012 el Consejo de Ministros acordó la creación de 
una Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA), que debía 
elaborar un informe con propuestas de medidas que dotaran a la Administración del 
tamaño, eficiencia y flexibilidad que demandan los ciudadanos y la economía del país.
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Artículo 21.  Consejo de la Juventud de España.

1.  El Consejo de la Juventud de España se configura como una entidad corporativa 
de base privada, dotada de personalidad jurídica, que tiene por finalidad servir de cauce 
de encuentro, diálogo, participación y asesoramiento en las políticas públicas en materia 
de juventud, y que desempeñará las funciones que reglamentariamente se determinen 
para el cumplimiento de estos fines.

2.  El Consejo de la Juventud de España estará integrado por asociaciones juveniles, 
federaciones constituidas por éstas y secciones juveniles de las demás asociaciones, 
siempre que reúnan los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

3.  El Consejo de la Juventud de España aprobará su reglamento de organización y 
funcionamiento, el cual deberá ser autorizado por el órgano competente del Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, siempre que se ajuste a las normas que 
reglamentariamente se aprueben, en cuanto a su composición y funcionamiento.

Sección 7.ª  Tribunal de Cuentas

Artículo 22.  Modificación de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal 
de Cuentas.

La Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal de Cuentas, queda 
modificada como sigue:

Uno.  Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 29, con el siguiente contenido:

«4.  No obstante lo anterior, en las Comunidades Autónomas que no tuvieran 
establecido órgano de control externo, el Tribunal de Cuentas podrá establecer 
secciones territoriales del mismo para el cumplimiento de las funciones propias.»

Dos.  Se añade una nueva disposición adicional undécima, con el siguiente 
contenido:

«Disposición adicional undécima.  Informe preceptivo.

Se someterán a informe del Tribunal de Cuentas los anteproyectos de ley y los 
proyectos de disposiciones reglamentarias que versen sobre su régimen jurídico o 
sobre el ejercicio de sus funciones fiscalizadora o jurisdiccional.

El Tribunal de Cuentas emitirá su informe en el plazo improrrogable de treinta 
días. Si en la orden de remisión se hiciere constar la urgencia del informe, el plazo 
será de quince días. Excepcionalmente, el órgano remitente podrá conceder una 
prórroga del plazo, atendiendo a las circunstancias del caso.

El Gobierno remitirá dicho informe a las Cortes Generales, en el caso de 
tratarse de anteproyectos de ley.»

CAPÍTULO III

Medidas de simplificación administrativa para ciudadanos y empresas

Sección 1.ª  Deporte

Artículo 23.  Modificación de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte.

Se modifica el apartado 4 del artículo 32 de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del 
Deporte, que queda redactado en los siguientes términos:

«4.  Para la participación en cualquier competición deportiva oficial, además 
del cumplimiento de los requisitos específicos que se exijan en cada caso, de 
acuerdo con el marco competencial vigente, será preciso estar en posesión de una 
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licencia deportiva autonómica, que será expedida por las federaciones deportivas 
de ámbito autonómico que estén integradas en la correspondiente federación 
estatal, según las condiciones y requisitos que se establecerán reglamentariamente. 
La licencia producirá efectos en los ámbitos estatal y autonómico, desde el 
momento en que se inscriba en el registro de la federación deportiva autonómica. 
Las federaciones deportivas autonómicas deberán comunicar a la federación 
estatal correspondiente las inscripciones que practiquen, así como las 
modificaciones de dichas inscripciones; a estos efectos bastará con la remisión del 
nombre y apellidos del titular, sexo, fecha de nacimiento, número de DNI y número 
de licencia.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en los supuestos de 
inexistencia de federación autonómica, imposibilidad material, cuando así se 
determine por la propia federación autonómica, o cuando la federación autonómica 
no se hallare integrada en la federación estatal, la expedición de licencias será 
asumida por la federación correspondiente de ámbito estatal. También a ésta le 
corresponderá la expedición de aquellas licencias para las que sea necesario 
contar con un visado o autorización previa de la federación deportiva internacional 
correspondiente, y en particular cuando así se desprenda de lo dispuesto en los 
estatutos de dichas federaciones internacionales.

Reglamentariamente se determinarán los criterios para fijar el reparto 
económico correspondiente a la cuantía global percibida por las federaciones 
autonómicas por la expedición de las licencias, atendiendo principalmente a los 
servicios recíprocamente prestados entre la federación estatal y las autonómicas y 
respetando la libertad de cada federación autonómica para fijar y percibir su propia 
cuota autonómica diferente. El acuerdo de reparto deberá ser adoptado en la 
Asamblea General respectiva, debiendo contar, además, con el voto favorable de, 
al menos, dos tercios de los responsables de las federaciones territoriales que 
sean designados a estos efectos. Estas federaciones deberán representar, a su 
vez, al menos las dos terceras partes de las licencias de esa modalidad deportiva. 
En el supuesto de que no se consiguiera llegar a un acuerdo para la determinación 
de la cuantía económica que corresponde a cada federación autonómica y a la 
federación estatal, dicha determinación se someterá a decisión de un órgano 
independiente, cuyo Presidente y demás miembros serán designados de forma 
equilibrada por el Consejo Superior de Deportes y por los representantes de todas 
las Comunidades Autónomas.

Corresponde a las federaciones de ámbito estatal la elaboración y permanente 
actualización del censo de licencias deportivas, que deberá estar a disposición de 
todas las federaciones autonómicas, las cuales podrán disponer de sus propios 
censos o registros de las licencias que expidan, respetando en todo caso la 
legislación en materia de protección de datos.

Estarán inhabilitados para obtener una licencia deportiva que faculte para 
participar en las competiciones de cualquier modalidad deportiva a las que hace 
referencia el párrafo primero los deportistas y demás personas de otros estamentos 
que hayan sido sancionados por dopaje, tanto en el ámbito autonómico como en el 
estatal y el internacional, mientras se encuentren cumpliendo la sanción respectiva. 
Esta inhabilitación impedirá, igualmente, que el Estado o que las Comunidades 
Autónomas competentes reconozcan o mantengan la condición de deportista o 
técnico de alto nivel. El Consejo Superior de Deportes y las Comunidades 
Autónomas acordarán los mecanismos que permitan extender los efectos de estas 
decisiones a los ámbitos competenciales respectivos, así como dotar de 
reconocimiento mutuo a las inhabilitaciones para la obtención de las licencias 
deportivas que permitan participar en competiciones oficiales. De igual forma y en 
los mismos términos que el párrafo anterior, no podrán obtener licencia aquellas 
personas que se encuentren inhabilitadas, como consecuencia de las infracciones 
previstas en la Ley Orgánica 3/2013, de 20 de junio, de protección de la salud del 
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deportista y de lucha contra el dopaje en la actividad deportiva y en su caso en la 
normativa autonómica vigente. Todo lo dispuesto en este párrafo se entenderá en 
los términos que establezca la legislación vigente en materia de lucha contra el 
dopaje.

Los deportistas que traten de obtener una licencia deportiva podrán ser 
sometidos, con carácter previo a su concesión, a un control de dopaje, con el fin de 
determinar el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta normativa.»

Sección 2.ª  Firma electrónica

Artículo 24.  Modificación de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los servicios públicos.

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
servicios públicos, queda modificada como sigue:

Uno.  Se modifica el apartado 2.b) del artículo 13, que queda redactado como sigue:

«b)  Sistemas de firma electrónica avanzada basados en certificados 
electrónicos reconocidos.

Las Administraciones Públicas deberán admitir todos los certificados 
reconocidos incluidos en la “Lista de confianza de prestadores de servicios de 
certificación” (TSL) establecidos en España, publicada en la sede electrónica del 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo.»

Dos.  Se suprime el apartado 2 del artículo 15.

Sección 3.ª  Notificaciones

Artículo 25.  Modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Uno.  Se modifica el apartado 5 del artículo 59, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«5.  Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se 
ignore el lugar de la notificación o el medio a que se refiere el punto 1 de este 
artículo, o bien intentada la notificación, no se hubiese podido practicar, la 
notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el “Boletín Oficial del 
Estado”.

Asimismo, previamente y con carácter facultativo, las Administraciones podrán 
publicar un anuncio en el boletín oficial de la comunidad autónoma o de la provincia, 
en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del 
consulado o sección consular de la Embajada correspondiente o en los tablones a 
los que se refiere el artículo 12 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación 
complementarias a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la 
obligación de publicar el correspondiente anuncio en el “Boletín Oficial del Estado”».

Dos.  Se introduce una disposición adicional vigésima primera con el siguiente 
contenido:

«Disposición adicional vigésima primera.  Notificación por medio de anuncio 
publicado en el “Boletín Oficial del Estado”.

1.  La Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado pondrá a disposición de las 
diversas Administraciones Públicas un sistema automatizado de remisión y gestión 
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